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			SINOPSIS 




			 




			Nadie como Paul Krugman para acercarnos a los principales conceptos económicos y las ideas que mueven gran parte de nuestras políticas públicas y para explicar con lucidez problemas económicos a menudo confusos. 




			En Contra los zombis, Krugman reúne más de noventa artículos —muchos publicados en The New York Times— en dieciocho secciones organizadas temáticamente y enmarcadas en el contexto de un debate más amplio. En ellas aborda temas como la seguridad social, la atención médica, la crisis financiera de 2008 y sus secuelas, los mitos de la austeridad, la economía europea, los recortes de impuestos, las guerras comerciales, la desigualdad, el cambio climático y, sobre todo, el daño infligido por Donald Trump. Muchas de las piezas son argumentos contundentes contra la economía zombi, «una idea que debería haber sido eliminada por la evidencia, pero que se niega a morir». 




			Contra los zombis es Krugman en estado puro y una guía indispensable para el discurso político y económico de dos décadas en los Estados Unidos y en todo el mundo. Con pinceladas rápidas y vívidas, Krugman aporta a sus lectores las claves necesarias para desbloquear los conceptos ocultos tras los principales problemas de política económica de nuestro tiempo. 
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			A la memoria de mi difunto colega y amigo Uwe Reinhardt, que hizo más que nadie para promover el debate de la economía de la salud y, en particular, me ayudó a evitar hacer el ridículo. 




			



			


	    


	 	

	    

             




			Agradecimientos 




			 




			La mayor parte de los artículos de este libro fueron publicados originalmente como columnas periodísticas y la propia naturaleza del columnismo impide casi por definición la consulta en tiempo real o incluso la colaboración. Uno se despierta, toma café, decide sobre qué va a escribir (planear con antelación no funciona casi nunca, porque acaba siendo superado por los acontecimientos) y entrega algo a las 5.00 de la tarde. Las entradas en los blogs, que pueden pasar de ser una idea vaga a ser de dominio público en una hora o menos, brindan aún menos oportunidades para la discusión. En la mayoría de los casos, la única persona a la que pude recurrir en busca de revisión y críticas productivas fue mi esposa, Robin Wells, que a menudo hizo observaciones muy valiosas. 




			Sin embargo, el columnismo se basa en el contexto que enmarca el debate permanente de temas. He recurrido a la sabiduría de muchas personas durante los quince años de trabajo que se documentan aquí. Intentaré nombrar a algunas, siendo plenamente consciente de que se trata de una lista sumamente incompleta y de que olvido injustamente a muchas. He escrito, literalmente, miles de columnas y entradas en el blog durante ese período, y muchas veces ni siquiera puedo acordarme de a quiénes recurrí en busca de los conocimientos especializados necesarios. 




			Sobre la asistencia sanitaria, conté con la gran ayuda de Uwe Reinhardt, a quien dedico este libro, y de Jonathan Gruber. 




			Dean Baker me ayudó a convencerme de que teníamos un enorme problema de burbuja inmobiliaria. 




			Brad DeLong y yo formamos una especie de tándem para pedir una respuesta keynesiana a la crisis. 




			Mi exposición de los problemas con las finanzas de los mercados eficientes se basó ampliamente en el trabajo de Justin Fox. 




			Mike Konczal me ayudó a comprender la lógica defectuosa de la economía de la austeridad y Simon Wren-Lewis a entender por qué impera esta en el Reino Unido. 




			Richard Kogan fue, creo, la primera persona en alertarme de la inexistencia de un problema de efecto bola de nieve de la deuda. 




			Emmanuel Saez y Gabriel Zucman, además de enseñarnos muchísimo a todos sobre impuestos, me ayudaron mucho a comprender las nuevas propuestas de los demócratas, en especial el impuesto sobre el patrimonio de Warren. 




			Chad Bown me explicó lo que estaba sucediendo con los aranceles de Trump. 




			Larry Mishel me enseñó casi todo lo que sé sobre la relación o la falta de la misma entre la tecnología y la desigualdad. De manera más general, he confiado muchas veces en mi colega del Stone Center, Janet Gornick, para entender el significado de los datos sobre la desigualdad. 




			Casi todo lo que sé sobre el movimiento conservador se lo debo a Rick Perlstein. 




			Otra colega de Stone Center, Leslie McCall, me ayudó a entender bien (o, al menos, no tan mal) la ciencia política de las actitudes de los votantes hacia los impuestos y el gasto. 




			La correspondencia con el irrepetible Michael Mann me ayudó a entender la sucia política de la climatología. 




			Por último, unas palabras de agradecimiento para Drake McFeely, de Norton, que ha publicado mis libros comerciales, y ha conseguido que sean inmensamente mejores de lo que habrían sido, desde mucho antes de que empezara a escribir para The New York Times. 




			

	    


	 	

	    

             




			Introducción 




			
La buena batalla 




			 




			Ser comentarista en los medios nunca formó parte del plan. 




			Cuando terminé los estudios de posgrado en 1977, imaginé que dedicaría mi vida a la docencia y a la investigación. Suponía que, de terminar desempeñando algún papel en el debate público, sería como tecnócrata, alguien que, de manera imparcial, proporcionara a los responsables de formular políticas información sobre lo que funcionaba y lo que no. 




			Y si nos fijamos en mis investigaciones más citadas, la mayor parte son bastante apolíticas. En la lista predominan los artículos sobre geografía económica y comercio internacional. Estos textos no son solo apolíticos; en su mayoría, ni siquiera versan sobre política. Más bien son intentos de entender las pautas comerciales mundiales y la localización de las industrias. Se trata, por utilizar la jerga económica, de «economía positiva» (un análisis de cómo funciona el mundo), no de «economía normativa» (prescripciones sobre cómo debería funcionar). 




			Pero en el Estados Unidos del siglo XXI todo es político. En muchos casos, aceptar lo que dicen los datos sobre una cuestión económica es visto como un acto partidista. Por ejemplo, ¿repuntará la inflación si la Reserva Federal compra un montón de bonos del Estado? La respuesta empírica inequívoca es «no» si la economía está deprimida: la Fed compró bonos por valor de tres billones de dólares después de la crisis financiera de 2008 y la inflación se mantuvo baja. Sin embargo, las afirmaciones de que la política de la Fed era peligrosamente inflacionaria se convirtieron, en la práctica, en la opinión oficial de los republicanos, de modo que el simple hecho de reconocer la realidad pasó a ser visto como una postura progresista. 




			En realidad, en ciertos casos incluso formular determinadas preguntas se considera un acto partidista. Si uno pregunta qué está ocurriendo con la desigualdad de ingresos, algunos conservadores le tildarán de antiamericano. Desde su punto de vista, incluso sacar a colación la distribución de la renta, o comparar el crecimiento de los ingresos de la clase media con el de los ricos, es «cháchara marxista». 




			Y no trata solo de economía, naturalmente. Si acaso, los economistas lo tenemos fácil en comparación con los climatólogos, que sufren persecución por llegar a conclusiones que intereses poderosos preferirían que no se hicieran públicos. O pensemos en los sociólogos que estudian las causas de la violencia con armas: entre 1996 y 2017, los Centros para el Control de Enfermedades tenían literalmente prohibido financiar investigaciones sobre heridas y muertes causadas por armas de fuego. 




			Entonces, ¿qué tiene que hacer un aspirante a investigador? Una respuesta es ignorar el fragor político y seguir investigando. Se trata de una elección que puedo respetar y, para la mayoría de los expertos, incluso de los economistas, es la decisión correcta. 




			Pero también necesitamos intelectuales públicos: personas que comprendan y respeten la investigación, pero estén dispuestos a saltar a la palestra política. 




			Este libro es una recopilación de artículos, en su mayoría escritos para The New York Times, donde intenté desempeñar esa función. Más adelante hablaré de cómo alcancé esa posición y de lo que intento hacer con ella. No obstante, primero formulemos una pregunta diferente: ¿a qué se debe toda esta politización? 




			 




			LAS RAÍCES DE LA POLITIZACIÓN 




			 




			Son muchas las cuestiones políticas y cabe imaginar que los ciudadanos mantienen una amplia variedad de posturas que no se corresponden con un simple eje derecha-izquierda. Por ejemplo, es posible que haya votantes que estén claramente a favor del control de armas y reclamen políticas agresivas para combatir el calentamiento global, pero quieran ver la Seguridad Social y el Medicare privatizados, cuando no eliminados. 




			No obstante, la política en el Estados Unidos moderno es, en la práctica, bastante unidimensional. Esto es especialmente cierto entre los representantes electos. Dígame cuál es la postura de un miembro del Congreso sobre asuntos como la sanidad universal y puedo predecir qué piensa en materia de política climática, y viceversa. 




			¿Qué define esta única dimensión política? Se trata, básicamente, del tradicional continuum izquierda-derecha: ¿Qué papel cree que deberían desempeñar las políticas públicas en la reducción de los riesgos y las desigualdades de una economía de mercado? ¿Quiere que la sociedad se parezca a la moderna Dinamarca, con sus elevados impuestos, su fuerte red de seguridad social y sus amplias protecciones a los trabajadores o a Estados Unidos durante la Edad de Oro, cuando predominaba el laissez-faire? 




			En cierto nivel, este eje de la discordia tiene que ver con los valores. Las personas de izquierdas tienden a tener un concepto de la justicia social en el sentido formalizado por el filósofo John Rawls: creen que las personas deben defender la sociedad que elegirían si no supieran quiénes van a ser ni qué papel van a desempeñar. Básicamente, esta postura moral es la de «Bien podría ser yo, por la gracia de Dios», aunque a menudo sin la parte de Dios. 




			En cambio, las personas de derechas consideran (así lo afirman al menos) que la intervención del estado para reducir la desigualdad y el riesgo es inmoral. Gravar a los ricos para ayudar a los pobres es, en su opinión, un tipo de robo, por muy loable que sea el fin. 




			La economía no puede determinar qué valores ha de tener uno. Sin embargo, puede aclarar qué puede esperarse de una política que refleja un conjunto concreto de valores. Aquí es donde entra en juego la politización. En particular, quienes se oponen a que el gobierno desempeñe un papel mayor suelen argumentar que dicho papel no es solo inmoral, sino también contraproducente, e incluso destructivo. Y si los datos no coinciden, atacan tanto a los datos como a quienes los presentan. 




			En principio, este tipo de politización podría provenir tanto de la izquierda como de la derecha. De hecho, ha habido momentos y lugares en los que poderosos actores se han negado a reconocer, por ejemplo, que los controles de precios provoquen alguna vez escasez o que la impresión de moneda cause alguna vez inflación; véase la historia reciente de Venezuela. Incluso en Estados Unidos, algunas personas de izquierdas le tildarán a uno (bueno, a mí) de cómplice de los intereses de las empresas por apuntar que existen múltiples maneras de conseguir una cobertura sanitaria universal, que se puede lograr al tiempo que se preserva un papel significativo para el seguro privado. 




			No obstante, dadas las realidades del dinero y el poder, en el actual Estados Unidos la mayor parte de la politización refleja en todos sus aspectos presiones de la derecha. 




			A fin de cuentas, aunque hay argumentos filosóficos a favor de una sociedad con baja tributación y un gobierno mínimo, el conservadurismo moderno se basa menos en la convicción filosófica que en el hecho de que hay personas que ganarían mucho personalmente si volviéramos sobre nuestros pasos hasta la Edad de Oro. Puede que no sean muchas, pero son extremadamente ricas. Redunda mucho en su interés promover la idea de que avanzar en su dirección preferida sería bueno para todos. Y el apoyo financiero de multimillonarios derechistas es una poderosa fuerza que impulsa las ideas zombis, ideas que van dando tumbos arrastrando los pies y devorando el cerebro de la gente, pese a haber sido refutadas por las pruebas. 




			La más persistente de estas ideas zombis es la insistencia en que gravar a los ricos es sumamente destructivo para la economía en su conjunto y que las rebajas fiscales a las rentas altas producirá un crecimiento económico milagroso. Esta doctrina sigue fracasando en la práctica, pero se ha ido afianzando cada vez más en el Partido Republicano. 




			Hay otras ideas zombis. Si se quiere un estado con una fiscalidad baja y pocas prestaciones, se debe afirmar que los programas de protección social son perjudiciales e inviables, de modo que han de dedicarse muchos esfuerzos a insistir en que es imposible proporcionar una cobertura sanitaria universal, aun cuando todos los países avanzados menos Estados Unidos lo han conseguido de una u otra manera. 




			Esa es la idea. Sin embargo, aunque es fácil entender la politización del análisis de la tributación y el gasto, ¿por qué se extiende a ámbitos que no coinciden tan obviamente con los intereses de clase? Si los multimillonarios también necesitan que el planeta sea habitable, ¿por qué se ha convertido la urgencia climática en un asunto de izquierda-derecha? Si las recesiones afectan negativamente a todo el mundo, ¿por qué se oponen los conservadores a la impresión de moneda para combatir las crisis? ¿Y por qué están las actitudes raciales tan estrechamente relacionadas con las posiciones sobre la tributación y el gasto? 




			Buena parte de la respuesta es que los actores políticos creen, con razón en mi opinión, que existe una especie de efecto de halo que vincula todas las formas de activismo gubernamental. Si los ciudadanos se convencen de que necesitamos una política pública para reducir las emisiones de los gases de efecto invernadero, se vuelven más receptivos a la idea de que necesitamos políticas públicas para reducir la desigualdad. Si se convencen de que la política monetaria puede combatir las recesiones, es más probable que apoyen políticas que amplíen el acceso a la asistencia sanitaria. 




			Esto ha sido siempre así. Ya en los años cuarenta y cincuenta, la derecha estadounidense luchó ferozmente contra la economía keynesiana, hasta el punto de que intentó impedir que se enseñara en las universidades pese a que John Maynard Keynes la describió correctamente como una doctrina «moderadamente conservadora», como una manera de preservar el capitalismo, no de reemplazarlo. ¿Por qué? Porque veían en ella el principio de un gobierno más grande en general. No obstante, ahora estamos mucho más polarizados políticamente que entonces y la politización está aún más extendida. 




			Además del efecto de halo, está también el efecto de la estrategia política. Verán, la política en Estados Unidos solía tener dos dimensiones, no una; había un eje derecha-izquierda, pero también un eje de igualdad-segregación racial. Y, hasta la fecha, hay un número significativo de votantes que defienden un gobierno grande para ellos, pero no les gustan las personas con la piel más oscura. (Lo contrario, la postura libertaria —un gobierno pequeño con tolerancia racial— es lógicamente coherente, pero no parece tener muchos partidarios a excepción de unas decenas de tipos con pajarita.) Sin embargo, no existen prácticamente políticos racistas que sean partidarios de un gobierno grande. En su lugar, la derecha económica ha intentado ganarse a los blancos de clase trabajadora, pese a que ataca programas de los que dependen, centrándose en su animosidad racial. De este modo, la tolerancia racial y otros tipos de progresismo social, como la igualdad de género y los derechos LGBTQ, se han visto envueltos en la misma división política que todo lo demás. 




			El resultado de todo esto es, como ya he dicho, que todo es político. Como reza la famosa cita de Daniel Patrick Moynihan, «todo el mundo tiene derecho a tener su propia opinión, pero no sus propios hechos», pero en el actual Estados Unidos muchas personas creen tener derecho a sus propios hechos. Esto significa que el sueño tecnocrático, la idea de ser un analista políticamente neutral que ayuda a los responsables políticos a gobernar más eficazmente, está muerto, al menos de momento. No obstante, este no es el único papel que pueden desempeñar los expertos a los que nos preocupa adónde nos dirigimos como sociedad. 




			 




			LA OPINIÓN DE LOS EXPERTOS EN TIEMPOS DE POLARIZACIÓN 




			 




			Supongamos que usted sabe mucho sobre una materia técnica como la economía, pero también quiere incidir en el discurso público, es decir, en la forma en que las personas que no conocen ni les interesan las cuestiones técnicas hablan sobre este tema. Obviamente, describe mi situación, pero también se puede aplicar a otras personas. Hay otros economistas que se han incorporado a la esfera pública, personas como Joseph Stiglitz, un gran economista que se ha reinventado como un intelectual público, o Simon Wren-Lewis en Gran Bretaña. Asimismo, cada vez son más los periodistas con una buena formación en economía, como David Leonhardt en The New York Times o Catherine Rampell en The Washington Post. ¿Qué hace falta para desempeñar eficazmente este papel? 




			La última sección de este libro contiene un artículo que escribí en 1991, «Cómo trabajo», en el que establezco cuatro reglas para investigar. De igual manera, déjenme que exponga mis cuatro reglas para ejercer de experto en los medios, que lo inspiran casi todo en este libro. Las dos primeras reglas no deberían suscitar controversia; las dos restantes espero que aún menos. Esta es la lista: 




			 




			• Atenerse a lo fácil. 




			• Escribir en inglés. 




			• Ser sincero sobre la deshonestidad. 




			• No tener miedo a hablar de los motivos. 




			 




			Atenerse a los fácil: hay muchas cuestiones difíciles en la economía, cuestiones sobre las que investigadores serios y honestos discrepan. ¿Cómo deberían abordarlas los economistas-comentaristas? 




			Mi respuesta es que, en general, deberían rehuir estas cuestiones siempre que sea posible. Lo cierto es que la inmensa mayoría de las controversias económicas del mundo real tienen que ver con cuestiones sencillas para las que existe una respuesta claramente correcta, pero que intereses poderosos no quieren aceptar. Se puede mejorar el discurso público centrándose en estas cuestiones e intentando hacer comprender las respuestas correctas. Las cuestiones difíciles no van a desaparecer, pero las páginas de opinión no son un buen lugar para discutir sobre ellas. 




			Por ejemplo, cuando se trata de los efectos de la deuda pública, lo que la opinión pública necesita saber es que intentar equilibrar el presupuesto en una economía deprimida agrava la depresión y que los temores a una espiral de deuda incontrolada son muy exagerados. Hay otras cuestiones más difíciles (por ejemplo, la pregunta de qué tipo de interés se debe utilizar al evaluar el gasto en infraestructuras), pero las cuestiones fáciles proporcionan mucho material sobre el que escribir. 




			Escribir en inglés: obviamente, cuando digo que los economistas- comentaristas deberían escribir en inglés, no lo hago en un sentido literal. De hecho, el mundo estaría en una situación mejor si hubiera más personas explicando conceptos económicos básicos en alemán. Lo que quiero decir es que para ser un comentarista eficaz, hay que emplear un lenguaje llano y no suponer que la gente entiende conceptos con los que está poco familiarizada. 




			Para ver a qué me refiero, pensemos en mi artículo más citado, «Increasing Returns and Economic Geography». Durante los años en que me dediqué únicamente a la investigación (el artículo fue publicado en 1991), tenía fama entre los economistas de ser un escritor lúcido, al que se le daba bien expresar con claridad las ideas y mantener el nivel de matemáticas bajo. Sin embargo, en ese artículo, además de ecuaciones, se encuentran afirmaciones como la siguiente: «En presencia de competencia imperfecta y rendimientos crecientes, las externalidades pecuniarias importan». ¿Tendría una idea de qué significa esto siquiera el 1% de mis lectores de The New York Times? 




			Huir de la jerga es más difícil de lo que parece. Esto se debe a que la mayor parte de la misma cumple un propósito: esa cita dice algo importante a las personas a las que va dirigida y harían falta mucho espacio y tiempo, centenares cuando no miles de palabras, para formular la misma observación sin hacer uso de terminología técnica. También se debe a que, tras años de inmersión en una materia técnica, puede resultar difícil recordar cómo hablan realmente los seres humanos normales, incluso las personas inteligentes e instruidas. 




			He estado escribiendo en The New York Times durante dos décadas y, sin embargo, los correctores todavía me hacen preguntas de vez en cuando sobre párrafos que no entienden (y que los lectores no van a entender) porque he supuesto a la ligera que los lectores en general utilizan las palabras de la misma manera que los economistas. Por ejemplo, cuando los economistas dicen «inversión», normalmente significa la construcción de nuevas fábricas y edificios de oficinas, pero necesitan expresarlo de forma clara si no quieren que los lectores crean que están hablando de comprar acciones. 




			Eso no significa que uno crea que los lectores son estúpidos. Simplemente se debe reflexionar a fondo sobre cómo comunicar. De hecho, en 2019 publiqué una columna titulada «Getting Real About Rural America», que en parte era una especie de discreta reformulación de los argumentos de aquel artículo de 1991. Y creo que la mayoría de los lectores entendieron a qué me refería, aun cuando hice enfadar a muchos. 




			Ser sincero sobre la deshonestidad: aquí nos adentramos en uno de los aspectos más controvertidos del análisis experto en los medios. Como ya he explicado, en estos tiempos todo es político. Y como consecuencia, muchos debates públicos, en la economía y en todo lo demás, se realizan de mala fe. 




			Tomemos el ejemplo más obvio: las personas que sostienen que deberíamos bajar los impuestos a los ricos podrían pretender haber llegado a esa conclusión examinando las pruebas, pero no es cierto: no existen pruebas que pudieran hacerles cambiar de opinión. En la práctica, se enfrentan a las pruebas en sentido contrario cambiando las reglas del juego: por ejemplo, las mismas personas que predijeron que la subida de impuestos de Bill Clinton iba a provocar una depresión, ahora afirman que el boom de la época de Clinton formó parte del resultado a largo plazo de la rebaja fiscal aplicada por Ronald Reagan en 1981. O simplemente mienten, inventándose las cifras y otros supuestos datos. 




			Entonces, ¿cómo debe abordar un economista-comentarista esta realidad? Una respuesta, que sé que atrae a muchos economistas, es seguir actuando como si estuviéramos manteniendo un debate de buena fe: presentar las pruebas, explicar por qué significan que una opinión es correcta y otra no, y detenerse ahí. 




			Mi opinión, como se puede suponer, es que con esto no basta, que es injusto para los lectores. Cuando uno se enfrenta a argumentos de mala fe, los lectores tienen que ser informados no solo de que esos argumentos no son correctos, sino también de que, en realidad, se están presentando de mala fe. Por poner otro ejemplo, es importante señalar que quienes predijeron una inflación descontrolada a causa de la compra de bonos por parte de la Fed se equivocaron, pero también es importante señalar que ninguno de ellos estuvo dispuesto a admitir su error y menos aún a explicar qué los había llevado a equivocarse, y que algunos de ellos cambiaron bruscamente de postura en cuanto hubo un republicano en la Casa Blanca. 




			En otras palabras, debemos ser sinceros sobre la falta de honestidad que domina el debate político. Muchas veces, la falsedad es el mensaje, lo que me lleva a la última regla. 




			No tener miedo a hablar de los motivos: me gustaría que viviéramos en un mundo en el que normalmente se pudiera pensar que los argumentos políticos se formulan de buena fe. Y en algunos casos así es. Por ejemplo, existe un debate real sobre la eficacia de la «expansión cuantitativa» (la adquisición de bonos por la Fed) a la hora de impulsar la economía. Yo soy escéptico, pero puedo respetar a los optimistas y ambas partes, creo, están abiertas a la discusión. 




			Sin embargo, en la mayoría de los debates políticos importantes en Estados Unidos en el siglo XXI, una parte argumenta continuamente de mala fe. Ya he puntualizado que es necesario señalar esto, que hay que decirles a los lectores no solo que las declaraciones extravagantes sobre el poder de las rebajas fiscales son falsas, sino que quienes las hacen están siendo deshonestos a sabiendas. Permítanme ir un paso más allá y afirmar que ser justo con los lectores significa explicar por qué son deshonestos. 




			En buena medida, eso significa hablar de la naturaleza del conservadurismo estadounidense, de la red bien interconectada entre los medios de comunicación y los laboratorios de ideas que defienden los intereses de multimillonarios de derechas y se han apropiado hábilmente del Partido Republicano. Esta red, el «movimiento conservador», es la que mantiene vivas las ideas zombis, como la creencia en la magia de las rebajas fiscales. Si se mantiene un debate de buena fe, la impugnación de los motivos de la otra parte es una mala idea. Si se debate con adversarios de mala fe, reconocer sus motivos es simplemente cuestión de ser sincero sobre lo que está sucediendo. 




			Me gustaría que el mundo no fuera como es. Hay veces en las que anhelo la ingenuidad de mi juventud profesional, cuando me limitaba a intentar obtener la respuesta correcta y normalmente podía pensar que las personas con las que estaba debatiendo teníamos el mismo cometido. Sin embargo, si uno quiere ser un intelectual público eficaz, ha de enfrentarse con el mundo que tenemos, no con el que desea. 




			 




			ACERCA DE ESTE LIBRO 




			 




			Empecé a escribir para The New York Times en el año 2000. Con anterioridad, había escrito durante varios años columnas mensuales en Fortune y Slate, pero seguía siendo un economista dedicado principalmente a la investigación. De hecho, escribí el que, personalmente, considero mi mejor artículo académico, «It’s Baaack: Japan’s Slump and the Return of the Liquidity Trap» en 1998. 




			The New York Times esperaba que escribiera casi únicamente sobre negocios y economía, pero me encontré en una situación que ni ellos ni yo esperábamos. La administración de George W. Bush era deshonesta hasta unos niveles nunca vistos antes en la política estadounidense (aunque ahora superados por los trumpistas) y, en mi opinión, era evidente que nos estaba llevando a una guerra con pretextos falsos. Sin embargo, ningún otro autor con una columna en un periódico importante parecía dispuesto a señalar este hecho. Como consecuencia, creí que tenía que hacer ese trabajo. 




			No obstante, lo mejor que escribí durante ese período fue publicado en 2003 en una recopilación de mis columnas, El gran resquebrajamiento. Por tanto, no es una época a la que sienta la necesidad de volver. 




			En su lugar, salvo en unas pocas excepciones, este volumen recopila textos posteriores a 2004, después de que Bush fuera reelegido. Para entonces muchas otras personas habían abordado la fraudulenta marcha hacia la guerra, lo que me permitió centrarme en temas más relacionados con mi especialidad, como el intento de privatizar la Seguridad Social y los esfuerzos por ampliar la cobertura del seguro médico. 




			Más de una tercera parte de este libro está dedicada a diferentes aspectos de la crisis financiera de 2008 y sus consecuencias. Nadie predijo realmente esta crisis, salvo algunas personas que también habían pronosticado muchas otras que nunca sucedieron. Yo mismo reconocí que teníamos una enorme burbuja inmobiliaria, pero me sorprendió el daño que causó el estallido de la burbuja, sobre todo porque no me había percatado de lo vulnerable que se había vuelto nuestro sistema financiero por culpa del crecimiento de la banca «paralela» no regulada. 




			No obstante, una vez que estalló la crisis, los economistas que habían estudiado estos fenómenos se encontraron en un territorio familiar. Sabemos mucho acerca de las crisis financieras, tanto por la teoría como por la historia. También sabemos mucho sobre cómo funcionan las economías después de las crisis: aquel artículo de 1998 trataba sobre lo que sucede cuando ni siquiera un tipo de interés cero es suficiente para restablecer el pleno empleo, una situación que, de ser un problema exclusivamente japonés, pasó a ser la norma en todo el mundo occidental. 




			Por tanto, para mí, los cinco años, aproximadamente, posteriores a la crisis de 2008 fueron la mejor y también la peor época. Fueron la mejor en el sentido de que mi papel como columnista y mis investigaciones académicas convergieron casi a la perfección, lo que me permitió hablar mucho sobre lo que debían estar haciendo los responsables políticos. Fueron la peor en el sentido de que estos se negaron de manera insistente a utilizar los conocimientos de que disponíamos y, en su lugar, optaron por obsesionarse con los déficits presupuestarios basándose en argumentos dudosos, sostenidos a menudo con mala fe, lo que ha causado un enorme sufrimiento innecesario. 




			El resto del libro trata principalmente de lo que dice el título, de discutir con zombis, desde la rebaja fiscal hasta la negación del cambio climático, y también sobre el movimiento conservador que mantiene vivos a esos zombis. Sí, se habla mucho de Donald Trump, pero yo veo en Trump no tanto una ruptura respecto al pasado, como la culminación de adónde nos ha estado llevando el movimiento conservador durante décadas. 




			Termino el libro con algunas lecturas más ligeras. Bueno, en realidad, no, pero sí con textos que me ponen de mejor humor. La última sección presenta una selección de artículos relativamente técnicos en los que vuelvo a mis orígenes intelectuales. Son un poco más áridos y abunda más la jerga que en mis columnas en The New York Times, pero espero que algunos lectores hagan el esfuerzo de ver cómo me enfrento conceptualmente a los problemas. 




			Así pues, este libro cuenta una historia de lucha por la verdad y la justicia y en contra de la vía zombi. No sé si esta batalla se podrá ganar del todo alguna vez, pero sí se puede perder. Aun así, es sin duda una causa por la que merece la pena luchar. 
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			Salvar la Seguridad Social 




			

	    


	 	

	    

             




			Después de las «elecciones caquis» 




			 




			La noche electoral de 2004 no causó tanta conmoción como la de 2016, pero supuso una amarga decepción para los progresistas estadounidenses. La imagen de George W. Bush ha mejorado a posteriori; la gente lo considera, acertadamente, mejor que Donald Trump y olvida las atrocidades cometidas durante su mandato. Ante todo, llevó a la guerra a Estados Unidos con pretextos falsos y centenares de miles de personas murieron como consecuencia. Ver cómo los votantes recompensaban esta vileza no fue algo agradable. 




			Además, había muchos comentaristas que no veían las elecciones únicamente como un acontecimiento aislado, sino como el presagio de un liderazgo conservador permanente. Si uno miraba los canales de televisión (en esa época la gente todavía veía las cadenas convencionales), estaban llenos de personas que declaraban la muerte del progresismo estadounidense, la confirmación de que éramos una nación básicamente conservadora. 




			Sin embargo, un examen más detenido revelaba una historia diferente. Las elecciones de 2004 no fueron una ratificación de las políticas conservadoras, ya que destacaron por la ausencia de debate político, debido en parte a que los asuntos políticos no pudieron franquear la trivialización impuesta por la mayoría de los medios de comunicación. Por ejemplo, en cierto momento examiné las transcripciones de las noticias de un mes para ver qué habían contado a los telespectadores sobre las propuestas sanitarias de los candidatos, que, en realidad, eran muy diferentes. La respuesta fue: nada. Se emitieron un par de reportajes sobre cómo se estaban utilizando políticamente las propuestas en materia de salud, pero ni una sola palabra acerca de en qué consistían. 




			En su lugar, las elecciones se disputaron en torno a imágenes y percepciones. Bush seguía disfrutando de su fama posterior al 11-S y del espejismo de la victoria en Irak; muchos estadounidenses todavía veían en él a un icono heroico de la seguridad nacional, convirtiendo los comicios en lo que los británicos denominan unas «elecciones caquis». Un tema menor pero aun así importante tenía que ver con los valores tradicionales: algunos activistas habían empezado a presionar a favor de la legalización del matrimonio entre personas del mismo sexo y se desencadenó una desagradable reacción en contra. 




			De este modo, Bush consiguió la reelección, como yo solía decir en broma, haciéndose pasar por un defensor de Estados Unidos frente a los terroristas unidos en matrimonios gais. Sin embargo, inmediatamente después de las elecciones declaró que tenía un mandato para privatizar la Seguridad Social y convertirla en un sistema de cuentas de inversiones individuales. 




			¿Por qué imaginaron Bush y sus asesores que esto iba funcionar desde el punto de vista político? Parte de la respuesta es que, al igual que muchas personas acomodadas, no tenían ni idea de lo importante que es la Seguridad Social para la mayoría de los estadounidenses. 




			Si usted es un bien remunerado asesor político, un periodista o trabaja como experto para un think tanks o algo parecido, es probable que tenga un buen plan de jubilación privado y espere poseer una cantidad considerable de bienes al cumplir los sesenta y cinco años. Sin embargo, la mayoría de los jubilados dependen de la Seguridad Social para obtener la mayor parte de sus ingresos y, para una tercera parte aproximadamente, es prácticamente su única fuente de ingresos. Cuando la gente comenzó a darse cuenta de que Bush quería socavar de verdad el programa, no se puso, lo que se dice, contenta. 




			Bush y compañía no solo no comprendieron lo apreciada que es la Seguridad Social entre los votantes en general. También confiaron demasiado en el consenso de las élites. 




			Puede que las cosas estén empezando a cambiar últimamente, pero durante el período que analiza este libro había en todo momento cosas que todo aquel que quería parecer sensato y bien informado en los círculos de Washington «sabía» no porque fueran ciertas, sino porque era lo que todos los demás miembros de la élite estaban diciendo. Y una de ellas era que la Seguridad Social estaba en crisis y necesitaba una reforma drástica. Quienes afirmaban esto no habían indagado en cómo funciona el sistema de jubilación en Estados Unidos o en la aritmética de su futuro; sabían que eso era lo que se esperaba que dijeran. Como escribí en cierto momento, decir que la Seguridad Social padecía una crisis que exigía recortes de prestaciones era un «distintivo de seriedad». 




			El deseo de parecer serio iba acompañado de un deseo de parecer moderno. La Seguridad Social ya existía desde hacía ochenta años cuando se entabló el debate sobre su privatización, y un buen número de comentaristas utilizaba la edad como pretexto para aducir que había que reformarla y convertirla en algo acorde con el siglo XXI. 




			Al fin y al cabo, las pensiones corporativas habían cambiado drásticamente: la anticuada pensión con «prestaciones definidas», en la que se abonaba una cantidad fija cada mes, había dado paso a los planes de «cotizaciones definidas», en los que se depositaba dinero en una cuenta de inversión. ¿Por qué no hacer lo mismo con la Seguridad Social? Lo cierto es que había muy buenas razones. De hecho, el nuevo nivel de riesgo de los planes de jubilación privados hacía que fuera todavía más importante que las personas tuvieran unos ingresos estables garantizados por si sus inversiones salían mal. Pero esto no era nada obvio para personas que no estaban acostumbradas a pensar mucho en los aspectos económicos de la jubilación. 




			Y ahí es donde intervine yo (y varios analistas políticos progresistas). 




			Dos cosas, principalmente, salvaron a la Seguridad Social de la privatización: la inmensa oposición de la opinión pública cuando comprendió lo que estaba ocurriendo y la postura firme de los dirigentes demócratas, en especial de Nancy Pelosi, en contra de las estupideces de la élite. (Al preguntarle a Pelosi cuándo iba a presentar su propio plan para la Seguridad Social, respondió: «Nunca. ¿Le sirve nunca?».) No obstante, las personas como yo también podíamos desempeñar un papel, que en ese momento parecía importante, a la hora de desmontar el disparate: mostrando que la supuesta crisis no era real, que la privatización no era la respuesta a un problema real, que prestar ayuda básica durante la jubilación es algo que debe hacer el gobierno y que puede hacer mejor que el sector privado. 




			Y sucedió algo asombroso. Por primera vez desde que soy columnista en The New York Times, mi bando venció en un debate político. 




			

	    


	 	

	    

             




			La Seguridad Social asusta 




			
5 de marzo de 2004 




			 




			El informe anual del Consejo de Administración de la Seguridad Social revela un sistema que goza de bastante buena salud financiera. De hecho, bastaría con pequeñas inyecciones de fondos para mantener el nivel actual de beneficios durante al menos los próximos setenta y cinco años. Otros informes, sin embargo, parecen describir un sistema con graves problemas financieros. Por ejemplo, un estudio del Tesoro de 2002, citado el martes en The New York Times, afirma que la Seguridad Social y Medicare tienen un descubierto de 44 billones de dólares. ¿Cuál es la verdad? 




			He aquí una pista: aunque incluso políticos de derechas insisten en público en que quieren salvar la Seguridad Social, los ideólogos que influyen en sus opiniones están deseando tener una excusa para desmantelar el sistema, por lo que se han de leer con sumo cuidado los informes alarmantes elaborados por personas que trabajan en instituciones con motivaciones ideológicas, una lista que ahora incluye al Tesoro. 




			En primer lugar, dos palabras («y Medicare») marcan una enorme diferencia. Según el estudio del Tesoro, solo el 16% de ese déficit de 44 billones de dólares proviene de la Seguridad Social. En segundo lugar, el supuesto déficit de ambos programas proviene principalmente de proyecciones sobre un futuro lejano; el 62% del déficit combinado se produce después de 2077. 




			Entonces, ¿muestra el informe del Tesoro una crisis inminente de la Seguridad Social? No. 




			El problema de la Seguridad Social es en sí un asunto demográfico: a medida que la población envejezca, la cifra de jubilados aumentará con más rapidez que la de trabajadores. Como consecuencia, los gastos en prestaciones aumentarán en aproximadamente un 2% del PIB a lo largo de los próximos treinta años y lentamente a partir de entonces. En comparación, hacer permanentes los recortes fiscales de Bush reduciría los ingresos en al menos un 2,5% del PIB a partir de ahora. Esta es la razón, junto con el hecho de que la Seguridad Social registre actualmente un superávit —a diferencia del resto del gobierno federal—, de que los recortes fiscales de Bush sean un problema mucho mayor para el futuro fiscal de la nación que el déficit de la Seguridad Social. 




			Aunque se suele relacionar a Medicare con la Seguridad Social, es un programa diferente que afronta problemas diferentes. El aumento previsto de los gastos de Medicare está impulsado principalmente no por la demografía, sino por el coste creciente de la atención médica, lo que, a su vez, refleja los avances médicos que permite tratar una mayor variedad de enfermedades. 




			Si esta tendencia continúa, lo que no es en absoluto seguro cuando se considera a muy largo plazo, podríamos enfrentarnos a la larga a un verdadero dilema que afecta a toda la asistencia médica, no solo a la atención de los jubilados: un dilema tanto moral como económico. Podría llegar a darse el caso de que ofrecer a todos los estadounidenses todas las ventajas de la medicina moderna obligará al gobierno a recaudar mucho más dinero que ahora, pero no proporcionar esa atención significará ver cómo estadounidenses pobres y de clase media mueren prematuramente o sufren una fuerte degradación de la calidad de vida porque no pueden permitirse un tratamiento médico completo. 




			No obstante, este dilema estará ahí independientemente de lo que hagamos con la Seguridad Social. Ni siquiera está claro que debamos intentar resolverlo ahora. Estoy a favor de adoptar una perspectiva a largo plazo; cuando la administración realiza proyecciones presupuestarias únicamente para cinco años con el fin de ocultar los costos conocidos algunos años más, uno no puede sino indignarse. Planifiquemos con mucha antelación, por supuesto, pero establezcamos algunos límites. Cuando la gente formula advertencias ominosas sobre los costes de Medicare después de 2077, mi pregunta es: ¿por qué deben reflejar las decisiones fiscales de hoy los posibles costes de proporcionar a generaciones que todavía no han nacido tratamientos médicos aún no inventados? 




			El mayor riesgo al que se enfrenta ahora la Seguridad Social es político. ¿Utilizarán quienes odian el sistema tácticas para asustar y cálculos confusos para derribarlo? 




			Después de que Alan Greenspan pidiera recortes de las prestaciones de la Seguridad Social, miembros republicanos del Congreso declararon que la respuesta era crear cuentas de jubilación privadas. Es asombroso que sigan pregonando este elixir milagroso; y más increíble aún que los periodistas continúen dejando que se salgan con la suya. Ayer, en The Wall Street Journal, un articulista declaró juiciosamente que las «cuentas personales por sí solas no remediarán los males de la Seguridad Social». Supongo que es verdad; del mismo que comer solo donuts no hará que uno pierda peso. ¿Por qué es tan difícil decir claramente que la privatización empeoraría, en lugar de mejorar, las finanzas de la Seguridad Social? 




			¿Debemos considerar emprender reformas modestas que reduzcan los gastos o amplíen la base de ingresos de la Seguridad Social? Sin duda. Pero cuidado con quienes afirman que debemos destruir el sistema para salvarlo. 




			

	    


	 	

	    

             




			Inventar una crisis 




			
7 de diciembre de 2004 




			 




			La privatización de la Seguridad Social, la sustitución del sistema actual, en parte o en su totalidad, por fondos de pensiones privados, no servirá para fortalecer la solvencia del sistema. Si acaso, empeorará las cosas. No obstante, las políticas de privatización dependen decisivamente de que se logre convencer a los ciudadanos de que el sistema corre un peligro inminente de desmoronarse, de que debemos destruir la Seguridad Social para salvarla. 




			Tendré mucho que decir sobre el tema cuando retome mis rutinas habituales en enero, pero ahora mismo me parece importante interrumpir mi descanso para refutar la propaganda de la crisis de la Seguridad Social. 




			El funcionamiento de la Seguridad Social no tiene nada de extraño ni de misterioso: se trata simplemente de un programa gubernamental que se financia con un impuesto específico sobre las nóminas, al igual que el mantenimiento de las carreteras se financia con un impuesto específico sobre la gasolina. 




			Ahora mismo, los ingresos provenientes del impuesto sobre la nómina superan a la cantidad desembolsada en prestaciones. Es intencionado: el resultado de un aumento de los impuestos sobre la nómina, recomendado nada menos que por Alan Greenspan, hace dos décadas. Su justificación en ese momento para subir un impuesto que recae principalmente en las familias con ingresos bajos y medios, aunque Ronald Reagan había reducido los impuestos ese otoño a los muy ricos, fue que los ingresos adicionales eran necesarios para constituir un fondo fiduciario. Este se podría utilizar para pagar las prestaciones cuando la generación del baby boom empezara a jubilarse. 




			La parte de verdad en las afirmaciones de que existe una crisis de la Seguridad Social es que esta subida de impuestos no fue suficientemente grande. Las previsiones recogidas en un informe reciente de la Oficina de Presupuestos del Congreso (que probablemente son más realistas que las proyecciones muy cautas de la Administración de la Seguridad Social) indican que el fondo fiduciario se agotará en 2052. El sistema no irá a la «quiebra» en ese momento; incluso después de que el fondo fiduciario se acabe, los ingresos de la Seguridad Social cubrirán el 81% de las prestaciones prometidas. Sin embargo, existe un problema de financiación a largo plazo. 




			Pero se trata de un problema de modestas dimensiones. El informe concluye que la ampliación de la vida del fondo fiduciario hasta el siglo XXII, sin cambios en las prestaciones, requeriría unos ingresos adicionales equivalentes a solo el 0,54% del PIB. Eso es menos del 3% del gasto federal, menos de lo que estamos gastando actualmente en Irak. Y es únicamente en torno a una cuarta parte de los ingresos que se pierden cada año debido a las reducciones de impuestos del presidente Bush: el equivalente aproximado a la parte de esas reducciones que beneficia a las personas con ingresos superiores a 500.000 dólares al año. 




			En vista de estas cifras, no es difícil proponer paquetes de medidas fiscales que garanticen el programa de jubilación, sin cambios importantes, para las generaciones venideras. 




			Es cierto que el gobierno federal en su conjunto se enfrenta a un déficit financiero muy elevado. Sin embargo, ese déficit tiene tanto que ver con las reducciones de impuestos, que Bush insiste en que sean permanentes, como con la Seguridad Social. 




			Pero como la política de privatización depende de que se logre convencer a los ciudadanos de que existe una crisis de la Seguridad Social, los partidarios de esa privatización han hecho todo lo posible para inventarse una. 




			Mi ejemplo favorito de su lógica trilera es el siguiente: primero insisten en que el superávit actual del sistema de la Seguridad Social y el fondo fiduciario acumulado con ese superávit no tienen sentido. Afirman que la Seguridad Social no es una entidad realmente independiente, que forma parte del gobierno federal. 




			Por cierto, si el fondo fiduciario no tiene sentido, aquel aumento de los impuestos auspiciado por Greenspan en los años ochenta no fue más que un ejercicio de lucha de clases: se aumentaron los impuestos a los estadounidenses de clase trabajadora y se redujeron los impuestos a los ricos, y los trabajadores no han obtenido nada por su sacrificio. 




			Pero no importa: las mismas personas que afirman que la Seguridad Social no es una entidad independiente cuando tiene superávits también insisten en que, a finales de la próxima década, cuando los pagos de las prestaciones empiecen a superar a los ingresos procedentes de los impuestos sobre la nómina, se producirá una crisis; ya ven, la Seguridad Social cuenta con su propia financiación específica y, por tanto, debe valerse por sí misma. 




			No hay una forma honesta de poder defender ambas posturas, pero en la de los privatizadores hay muy poca sinceridad. Vienen a enterrar la Seguridad Social, no a salvarla. No están verdaderamente preocupados por la posibilidad de que el sistema fracase algún día; están molestos por el éxito histórico del sistema. 




			La Seguridad Social es un programa gubernamental que funciona, una demostración de que con una modesta cantidad de impuestos y de gasto se pueden mejorar las vidas de los ciudadanos y hacer que sean más seguras. Y es por eso que la derecha quiere destruirla. 




			

	    


	 	

	    

             




			Apostar por el fracaso 




			
17 de diciembre de 2004 




			 




			Mientras la administración Bush intenta convencer a Estados Unidos para que convierta la Seguridad Social en un gigantesco 401(k),* podemos aprender mucho de otros países que ya han optado por esa vía. 




			No es difícil encontrar información sobre las experiencias de otros países con la privatización. Por ejemplo, la Century Foundation, en www.tcf.org, ofrece una amplia variedad de enlaces. 




			Sin embargo, aparte de dar espacio al Instituto Cato y a otras organizaciones que promueven la privatización de la Seguridad Social, y presentar historias optimistas sobre Chile, los medios de comunicación estadounidenses han facilitado poca información a sus lectores y espectadores sobre las experiencias internacionales. En particular, no han contado a la población dos secretos a voces: 




			La privatización disipa una gran parte de las cotizaciones de los trabajadores debido a las comisiones que cobran las sociedades de inversión. 




			Deja a muchos jubilados en la pobreza. 




			Décadas de marketing conservador han convencido a los estadounidenses de que los programas gubernamentales crean invariablemente burocracias sobredimensionadas, mientras que el sector privado siempre es ágil y eficiente. Pero cuando se trata de la jubilación, ocurre todo lo contrario. Más del 99% de los ingresos de la Seguridad Social se destinan a prestaciones y menos del 1% a gastos generales. En el sistema chileno, las comisiones de gestión son unas veinte veces más elevadas. Y esa es una cifra típica en el caso de los sistemas privatizados. 




			Estas comisiones reducen considerablemente los rendimientos que los individuos pueden esperar de sus cuentas. En Gran Bretaña, que tiene un sistema privatizado desde los tiempos de Margaret Thatcher, la alarma por las elevadas comisiones que cobran algunas sociedades de inversión llevó a los organismos reguladores del gobierno a imponer un «tope». Aun así, las comisiones continúan llevándose una buena parte de los ahorros para la jubilación de los británicos. 




			Una predicción razonable de la tasa real de rendimiento de las cuentas personales en Estados Unidos sería del 4% o menos. Si introducimos un sistema con unas comisiones de gestión similares a las de Gran Bretaña, los rendimientos netos para los trabajadores se reducirán en más de un 25%. Si se añaden grandes recortes en las prestaciones garantizadas y un gran incremento del riesgo, nos encontramos con una «reforma» que perjudica a todos menos al sector de las inversiones. 




			Los partidarios de esta vía insisten en que un sistema estadounidense privatizado puede mantener los gastos mucho más bajos. Es cierto que los costes serán bajos si las inversiones se limitan a fondos indexados con gastos bajos; es decir, si las autoridades gubernamentales, no los individuos, toman las decisiones sobre las inversiones. Pero si es así como funcionará el sistema, las indicaciones de que los trabajadores tendrán el control de su propio dinero (hace dos años, Cato rebautizó su Proyecto sobre la Privatización de la Seguridad Social y sustituyó «privatización» por «elección») son publicidad engañosa. 




			Y si hay normas que limiten a los trabajadores a las inversiones de bajo costo, los grupos de presión del sector financiero intentarán que esas normas sean anuladas. 




			A propósito, no creo que el principal motivo de la privatización sea proporcionar a las sociedades financieras unos enormes e inesperados beneficios; se trata ante todo de una cuestión ideológica. No obstante, esos enormes beneficios son una importante razón para que Wall Street desee la privatización, y todos los demás deberían desconfiar. 




			Está también la cuestión de la pobreza entre los ancianos. 




			Los partidarios de la privatización que ensalzan el sistema chileno nunca mencionan que todavía no ha cumplido su promesa de reducir el gasto público. Transcurridos más de veinte años desde su creación, el gobierno sigue inyectando fondos. ¿Por qué? Porque, como señala un estudio de la Reserva Federal, el gobierno chileno debe «conceder subsidios a los trabajadores que no logren acumular suficiente capital como para acceder a un pensión mínima». Dicho de otro modo, la privatización habría condenado a muchos jubilados a la pobreza y el gobierno tuvo que intervenir para salvarlos. 




			Lo mismo sucede en Gran Bretaña. Su Comisión de Pensiones advierte de que quienes creen que la privatización de Thatcher resolvió el problema de las jubilaciones viven en la «inopia». Será necesario un gran gasto público adicional para evitar que reaparezca la pobreza generalizada entre los ancianos, un problema que Gran Bretaña, al igual que Estados Unidos, creía haber resuelto. 




			La experiencia británica está directamente relacionada con los planes de la administración Bush. Si los indicios actuales son una señal de lo que viene, el plan definitivo probablemente pretenderá ahorrar dinero en el futuro reduciendo las prestaciones garantizadas por la Seguridad Social. Este ahorro será un espejismo: dentro de veinte años una versión estadounidense de la comisión británica alertará de que es necesario un gran gasto público adicional para evitar el inminente aumento de la pobreza entre los jubilados. 




			Así pues, la administración Bush quiere suprimir un sistema de pensiones que funciona y que, con unas reformas modestas, podría conseguirse que fuera financieramente solvente para las generaciones futuras. En su lugar, desea apostar por el fracaso, emular sistemas que, cuando se han probado en otros lugares, ni han ahorrado dinero ni han protegido a los ancianos de la pobreza. 




			

	    


	 	

	    

             




			Lecciones de la Seguridad Social 




			
15 de agosto de 2005 




			 




			La Seguridad Social cumplió ayer setenta años. Y para sorpresa de casi todo el mundo, el programa gubernamental de más éxito de la nación se mantiene intacto. 




			Hace solo unos meses la opinión general era que el presidente Bush se saldría con la suya con la Seguridad Social. Sin embargo, su afán privatizador fracasó tan estrepitosamente, que la cuestión prácticamente ha desaparecido del debate nacional. 




			No obstante, me gustaría volver a hablar de la Seguridad Social por un momento, ya que es importante recordar lo que Bush intentó sacar adelante. 




			Muchos expertos y consejos editoriales siguen atribuyendo a Bush el mérito de intentar «reformar» la Seguridad Social. En realidad, Bush quería enterrar la Seguridad Social, no salvarla. Con el tiempo, el plan de Bush habría transformado nuestro programa de Seguridad Social en un fondo común de inversión, sin nada en común con el sistema que creó Franklin D. Roosevelt excepto el nombre. 




			Además de falsear sus objetivos, Bush mintió reiteradamente sobre el sistema actual. Lo siento, ¿ha sido un comentario grosero? Sin embargo, lo cierto es que dijo en varias ocasiones cosas que eran manifiestamente falsas y que su equipo debía haber sabido que lo eran. Las falsedades iban desde la afirmación de que la Seguridad Social es injusta para los afroamericanos hasta la aseveración de que «esperar un solo año aumenta en 600.000 millones de dólares los costes de arreglar la Seguridad Social». 




			Mientras tanto, el gobierno politizó la Administración de la Seguridad Social y utilizó el dinero de los contribuyentes para promover una agenda partidista. Los funcionarios de la Seguridad Social participaron en lo que en realidad fueron mítines políticos financiados por los contribuyentes, de los que se excluyó a los miembros más escépticos de la sociedad. 




			Escribo sobre esto en pasado, pero en parte todavía está sucediendo. La semana pasada, Jo Anne Barnhart, la responsable de la Seguridad Social, publicó un artículo de opinión en el que afirmaba que la Seguridad Social como la conocemos fue concebida para una sociedad en la que las personas no vivían lo suficiente como para recibir muchas prestaciones. «La cifra de estadounidenses mayores que viven ahora es mayor de la que nadie habría podido imaginar en 1935», escribió Barnhart. 




			Ahora resulta que un artículo publicado en la página web de la Administración de la Seguridad Social, «Life Expectancy for Social Security», rechaza expresamente la idea de que la Seguridad Social fue originalmente «concebida de modo que pocas personas pudieran recibir las prestaciones» y también la idea relacionada de que el sistema se enfrenta a problemas debido a «un supuesto aumento espectacular de la esperanza de vida en los últimos años». 




			Y la cifra actual de estadounidenses mayores en relación con la población total es prácticamente la que esperaban los fundadores de la Seguridad Social. El informe de 1934 del Comité de Seguridad Económica de Franklin D. Roosevelt, que estableció las bases para la Ley de Seguridad Social, proyectó que, en el año 2000, el 12,7% de los estadounidenses tendría sesenta y cinco años o más. La cifra real fue del 12,4%. 




			Sin embargo, pese a los esfuerzos de Barnhart, la privatización parece estar muerta de momento. Los líderes del Partido Demócrata en el Congreso no cedieron a las presiones de la expertocracia, que se mostraba muy a favor de la privatización, y los estadounidenses dejaron claro que les gusta la Seguridad Social tal como es. 




			No obstante, la campaña a favor de la privatización fue un ejemplo perfecto de cómo vende la administración sus políticas: falseando sus objetivos, mintiendo sobre los hechos y abusando de su control de los organismos gubernamentales. Fueron las mismas tácticas que se usaron para vender tanto los recortes fiscales como la guerra de Irak. 




			Y existen dos razones para estudiar esta lección. Una es estar preparados para lo que venga a continuación en la agenda de Bush. Pese a las duras palabras sobre Irán, no creo que pueda proponer otra guerra: no disponemos de suficientes tropas para luchar en las guerras que ya tenemos. No obstante, todavía hay margen para otra gran iniciativa nacional, probablemente la reforma tributaria. 




			Hombre prevenido vale por dos: los verdaderos objetivos de la reforma no recibirán tanta publicidad, la administración dirá cosas sobre el sistema actual que no son ciertas y el Departamento del Tesoro desempeñará sus funciones de manera puramente partidista. 




			La otra razón es que el rechazo visceral de la población a la privatización, junto con la creciente consternación por el desastre en Irak, brinda a los demócratas una oportunidad para cuestionar la tendencia de la administración a decir mentiras. La cuestión es si se atreverán a aprovechar esa oportunidad, cuando para algunos significa admitir que también ellos fueron engañados. 




			

	    


	 	

	    

             




			Recuerdos de la privatización 




			Blog en The New York Times 




			
28 de marzo de 2015 




			 




			Dave Weigel ofrece una de las retrospectivas más interesantes de Harry Reid, en la que se centra en su papel en la lucha contra el intento de Bush de privatizar la Seguridad Social y, en particular, en cómo forjó una alianza con blogueros progresistas. 




			Recuerdo muy bien ese episodio por varias razones. Una era que yo también estaba escribiendo mucho, rebatiendo un mal argumento tras otro a favor de la privatización. No era la primera vez que hacía algo así, pero en esta ocasión fue diferente por dos motivos: fue muy intenso y, por una vez, mi bando en el debate venció en la batalla política. 




			Fue también un período de formación de mis percepciones sobre cómo se desarrollan realmente los debates políticos en el Estados Unidos moderno. Hay siempre tres bandos: la derecha, que no está interesada ni en los hechos ni en la lógica; la izquierda (que no es muy izquierdista en este país; en realidad, es el centroizquierda según todos los estándares); y los autoproclamados centristas, que poseen muy poca base electoral en el país en general, pero mucha influencia en Washington. 




			Y lo que se aprendía muy pronto en el debate sobre la Seguridad Social era que los centristas querían creer desesperadamente que existía una simetría entre la izquierda y la derecha, que los demócratas y los republicanos son igual de extremistas a su manera. Y esto significa que siempre buscan modos de decir cosas buenas sobre los republicanos y sus propuestas políticas, por muy malas que estas sean. Así es como Paul Ryan acabó recibiendo un premio a la responsabilidad fiscal. 




			Por tanto, en 2005 Bush estaba haciendo una afirmación dudosa acompañada de una conclusión totalmente ilógica. En primer lugar, la afirmación de que la Seguridad Social estaba en crisis; en segundo lugar, que la respuesta era la privatización, pese a que no contribuiría en nada a mejorar las finanzas del sistema. ¿Cómo podían los centristas decir cosas buenas de una añagaza tan burda? 




			Bueno, esto dijo Joe Klein* en 2005: 




			 




			Coincido con Paul [Krugman] en que las cuentas privadas no tienen nada que ver con la solvencia y que esta es el problema. Discrepo de Paul porque creo que las cuentas privadas [son] una política formidable y que, en la era de la información, se van a necesitar tipos de estructuras en el área de los servicios sociales diferentes a las que existían en la era industrial. No obstante, es difícil realizar un cambio de este tipo en estas circunstancias políticas, en las que los partidos están tan enfrentados. 




			Los demócratas han hecho demagogia de manera abierta y descarada, sobre esta cuestión durante los últimos diez o quince años. No han propuesto nada positivo para la Seguridad Social, Medicare o Medicaid, y es hora de que busquen un compromiso al respecto. 




			 




			¿Cómo? Hay que decir a su favor que Klein reconoció posteriormente que estaba totalmente equivocado. Pero la cuestión es que lo que vimos en este caso fue el instinto de idear algo, cualquier cosa, que permitiera a los centristas pretender que existía una simetría entre los partidos. 




			A propósito, sobre que los demócratas no hicieran nada con respecto a Medicare y Medicaid, es interesante examinar las previsiones presupuestarias realizadas en la época del debate sobre la Seguridad Social. Por entonces, la Oficina de Presupuestos del Congreso** preveía que para el año fiscal 2014 el gasto en Medicare ascendería a 708.000 millones de dólares y en Medicaid a 361.000 millones de dólares. Los números reales para 2014 fueron 600.000 y 301.000, respectivamente, pese a la expansión del Medicaid con el Obamacare. Al menos parte de estos costes inesperadamente bajos se pueden atribuir a las medidas incluidas en la Ley de Protección al Paciente y Atención Sanitaria Asequible. Y aunque parezca mentira, se consiguió sin destruir o privatizar los programas. 




			Pero volviendo a 2005: lo que Harry Reid comprendió fue que había llegado el momento de dejar de cortejar a la Gente Muy Seria (GMS) y, en su lugar, formar una alianza con los DFH, que no es precisamente la abreviatura de Dirty Foolish Hippies,*** quienes, a diferencia de la GMS, estaban hablando sensatamente tanto sobre las estrategias como sobre las políticas. Fue un punto de inflexión importante. 




			

	    


	 	

	    

             




			Lo que el gobierno sabe hacer mejor 




			
10 de abril de 2015 




			 




			Mientras los candidatos republicanos a la presidencia recitan sus programas políticos —que siempre conllevan una rebaja de impuestos a los ricos y un recorte drástico de las prestaciones que reciben los pobres y la clase media—, en el otro extremo del espectro político están apareciendo ideas verdaderamente novedosas. Es como si, de repente, muchos demócratas hubiesen decidido romper con la ortodoxia de Washington, que siempre pide recortes de las «ayudas sociales». Lo que proponen en cambio es que las prestaciones de la Seguridad Social se amplíen. 




			Este hecho es de agradecer por dos motivos. Primero, el argumento para ampliar la Seguridad Social es bastante bueno. Segundo, y más importante, parece que los demócratas por fin están plantándole cara a la propaganda antigubernamental y admiten el hecho de que hay algunas cosas que el gobierno hace mejor que el sector privado. 




			Como todos los países desarrollados, Estados Unidos depende sobre todo del mercado y la iniciativa privados para proporcionar a los ciudadanos todo aquello que quieren y necesitan, y prácticamente ningún político estadounidense propondría que eso cambiase. Hace ya mucho tiempo que quedaron atrás los días en que parecía una buena idea que el gobierno controlase directamente una gran parte de la economía. 




			Pero también sabemos que hay cosas que, hasta cierto punto, debe hacerlas el gobierno. Cualquier libro de texto de economía habla de determinados «bienes públicos», como la defensa nacional y el control del tráfico aéreo, que no pueden ponerse a disposición de cualquiera sin que estén a disposición de todos y, por tanto, no ofrecen incentivos para que los suministren las empresas con ánimo de lucro. ¿Pero son los bienes públicos el único ámbito en el que el gobierno supera al sector privado? De ninguna manera. 




			Un ejemplo típico de actividad en la que el gobierno destaca son los seguros médicos. Sí, los conservadores siempre están haciendo campaña a favor de una mayor privatización —concretamente, quieren reducir Medicare a unos simples cupones canjeables por un seguro privado—, pero todas las pruebas indican que esto nos llevaría justamente por el camino equivocado. Medicare y Medicaid son considerablemente más baratos y eficaces que los seguros privados; incluso conllevan menos papeleo. En el plano internacional, el sistema sanitario estadounidense es único en cuanto a su dependencia del sector privado, y también es único por su increíble ineficacia y su alto coste. 




			Y hay otro ejemplo importante de superioridad gubernamental: las pensiones de jubilación. 




			Tal vez no necesitaríamos la Seguridad Social si la gente corriente fuese de verdad tan perfectamente racional y tuviese tanta visión de futuro como a los economistas les gusta suponer en sus modelos (y a la gente de derechas en su propaganda). En un mundo ideal, los trabajadores de veinticinco años basarían sus decisiones sobre cuánto ahorrar en una valoración realista de lo que necesitarán para vivir cómodamente cuando tengan más de setenta años. También serían inteligentes y perspicaces a la hora de invertir esos ahorros, y se esmerarían por encontrar el mejor equilibrio posible entre riesgo y rentabilidad. 




			En el mundo real, sin embargo, muchos estadounidenses, posiblemente la mayoría de ellos, ahorran poquísimo para su jubilación. Además, invierten mal esos ahorros. Por ejemplo, un informe reciente de la Casa Blanca revelaba que los estadounidenses pierden miles de millones cada año debido a que los asesores de inversión ponen más empeño en ganar tanto como pueden que en velar por el bienestar de sus clientes. 




			Uno podría sentir la tentación de responder que si los trabajadores ahorran demasiado poco e invierten mal, es culpa suya. Pero la gente tiene trabajo e hijos y debe hacer frente a todas las crisis de la vida. Es injusto esperar que, además, sean inversores expertos. En cualquier caso, se supone que la economía debe ser útil para las personas reales que viven una vida real; y no una carrera de obstáculos que solo unos cuantos puedan superar. 




			Y, en el mundo real de la jubilación, la Seguridad Social es un ejemplo excelente de un sistema que funciona. Es sencillo y limpio, con un coste operativo bajo y unos trámites burocráticos mínimos. Les brinda a los estadounidenses mayores que han trabajado mucho durante toda su vida la oportunidad de vivir decentemente tras jubilarse, sin necesidad de poseer la capacidad inhumana de anticiparse al futuro que les espera décadas después, ni ser, además, unos prodigios de la inversión. El único problema es que el declive de las pensiones privadas y su sustitución por los planes 401(k), que resultan insuficientes, han dejado un vacío que la Seguridad Social no tiene actualmente capacidad suficiente para llenar. Así que, ¿por qué no ampliarla? 




			Ni que decir tiene que esta clase de propuesta ya está provocando reacciones casi histéricas, no solo de la derecha, sino también de autoproclamados centristas. Como escribí hace algunos años, el hecho de pedir que se recorte la Seguridad Social se ha considerado durante mucho tiempo, en los círculos de Washington, «una señal de seriedad, una forma de demostrar la tenacidad y las cualidades de estadista que se poseen». Y solo ha transcurrido una década desde que el ex presidente George W. Bush intentase privatizar el programa, con mucho apoyo centrista. 




			Pero la verdadera seriedad consiste en observar lo que funciona y lo que no. Los planes de jubilación privatizados funcionan muy mal; la Seguridad Social funciona muy bien. Y deberíamos aprovechar ese éxito. 
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			El camino hasta el Obamacare 




			

	    


	 	

	    

             




			La elaboración de un programa positivo 




			 




			No soy un economista de la salud, pero ejerzo como tal en la televisión y, lo que es más importante, en las páginas de opinión de The New  York Times. Y estudié para interpretar ese papel, aprendiendo de los mejores economistas de la salud, sobre todo de mi difunto colega de Princeton, Uwe Reinhardt. 




			¿Por qué la salud? Tras la victoria sumamente estimulante contra la privatización de la Seguridad Social, los expertos en políticas progresistas se enfrentaron a un desafío. Habíamos mostrado a qué nos oponíamos, pero ¿qué defendíamos? ¿Qué cambios deseábamos que se produjeran en la política estadounidense? 




			La respuesta evidente para cualquier persona familiarizada con las diferencias entre los países avanzados era que debíamos intentar hacer lo que hacen los demás: prestar atención sanitaria básica a todo el mundo. Estados Unidos era la única de las naciones ricas en la que las personas que no tenían buenos trabajos o padecían enfermedades preexistentes no podían conseguir un seguro médico y se enfrentaban a la ruina económica o incluso a una muerte prematura si necesitaban tratamientos caros. Así pues, ¿por qué no hacer un esfuerzo para sumarse al mundo civilizado? 




			Pero a mediados de la década de 2000, los demócratas todavía vivían bajo la sombra de la fallida reforma sanitaria de Clinton en 1993. Bill Clinton intentó llevar a cabo una enorme reestructuración de la atención sanitaria; su plan fracasó estrepitosamente (algo parecido a la campaña contra la Seguridad Social de Bush). ¿Había alguna posibilidad de volver a intentarlo con éxito? 




			Sí, la había. La Ley de Protección del Paciente y Atención Sanitaria Asequible, más conocida como ACA o PPACA (Patient Protection and Affordable Care Act) y también llamada Obamacare, fue una reforma incompleta e imperfecta, pero amplió la cobertura sanitaria básica a decenas de millones de estadounidenses. No obstante, no fue nada fácil llegar hasta ahí. 




			El momento fue crucial: la ACA fue promulgada durante el breve período de tiempo, en 2009-2010, en el que los demócratas tuvieron el control unificado del Congreso y la Casa Blanca, un control que derivaba en gran medida de la catástrofe económica que se había producido al final de la administración Bush. El liderazgo político también fue decisivo. Si Nancy Pelosi, la misma dirigente que frustró el ataque contra la Seguridad Social, no hubiera presionado a los demócratas, la oportunidad se habría esfumado. 




			Sin embargo, la reflexión también fue crucial. La razón de que los demócratas estuvieran relativamente dispuestos a avanzar en la asistencia sanitaria fue que los activistas y los expertos en políticas habían estado preparando el terreno los años anteriores, abogando por la reforma sanitaria y elaborando una estrategia política para lograrla. 




			Una parte central de esa estrategia era que los planes de reforma demócratas mantuvieran en lo posible, deliberadamente, el sistema de sanidad existente. 




			Lo que es fundamental entender sobre la atención sanitaria moderna es que tiene que sufragarla principalmente algún tipo de seguro médico. ¿Por qué? Porque los gastos sanitarios afectan de manera desigual, pero son enormes cuando los hay. Las consultas médicas rutinarias y los medicamentos de venta libre no cuestan mucho; lo que cuesta un dineral es la diálisis, la cirugía a corazón abierto, etc. En un año cualquiera, la mayoría de las personas no tiene que afrontar estos grandes gastos; como consecuencia, la mayor parte de los gastos sanitarios corresponden, en un momento dado, a una pequeña proporción de la población. Pero uno no sabe si será uno de esos desafortunados y, si lo es, no podrá permitirse el tratamiento a menos que sea inmensamente rico o disponga de un buen seguro. 




			Entonces, ¿cómo se consigue un seguro? A mediados de los años 2000, y en buena medida incluso ahora, el sistema estadounidense era un batiburrillo con algunas grandes lagunas. Las personas mayores están cubiertas por Medicare y muchos pobres, aunque no todos, por Medicaid, programas gubernamentales que sufragan directamente las facturas. La mayor parte de nosotros obtenemos el seguro a través de nuestros empleadores, gracias a una combinación de normas y ventajas fiscales que obligan a las empresas a ofrecer cobertura a todos sus empleados en el caso de que la ofrezcan. Pero millones de personas quedan desprotegidas: o son demasiado jóvenes, o no son lo bastante pobres para poder acceder a Medicare o sus empleos no son lo suficientemente buenos como para conllevar prestaciones sanitarias. 




			¿Cómo se podrían cubrir esas lagunas? Los aspectos económicos no son complicados: podríamos ofrecer fácilmente una cobertura similar a Medicare a todas las personas. Al fin y al cabo, eso es lo que hacen muchos países, incluido nuestro vecino Canadá. Y la mayoría de los expertos en políticas de salud que conozco estarían muy felices con este sistema de «pagador único». 




			El problema es llegar hasta ahí desde donde estamos. En particular, la transición a un sistema de pagador único supondría reemplazar el seguro sufragado por el empleador por un programa gubernamental. Y esa es una carga política muy pesada por dos razones. 




			La menos importante de esas razones es el poder de los intereses particulares. Sí, ese es el menor de los problemas, aunque no es nada trivial. Cuando Bill Clinton intentó aprobar una importante reforma sanitaria en 1993, la oposición de las compañías aseguradoras, que financiaron una fastuosa campaña publicitaria para desprestigiar su plan, fue un factor relevante en su fracaso. 




			Pero incluso si se dejan de lado los intereses del sector, el esfuerzo para transformarlo todo en un sistema de pagador único significaría decirles a 156 millones de estadounidenses, la mitad de la población, que debe renunciar al seguro que tiene ahora. Es cierto que sería sustituido por otro tipo de cobertura; y se podría alegar, con justicia, que el nuevo programa sería mejor para la gran mayoría de las personas a las que ahora ofrecen cobertura sus empleadores, pero ¿se lo creerían? ¿Cuántos se dejarían influir por los ataques de los conservadores que se oponen a la reforma? 



OEBPS/css/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/images/logo_p.jpg





OEBPS/images/logo_in.jpg





OEBPS/images/logo_y.jpg
e





OEBPS/images/logo_t.jpg





OEBPS/images/pl.jpg
Planetadelibros





OEBPS/images/cover.jpg
Ganador del Premio Nobel de Economia

PAUL
KRUGMAN

CONTRA LOS

ZOMBIS

ECONOMiA, POLITICA Y LA LUCHA
POR UN FUTURO MEJOR

CRITICA





OEBPS/images/logo_f.jpg





OEBPS/images/logo_b.jpg





